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ARTÍCULO ÚNICO.- 

Desaféctase del uso y el dominio públicos la calle 13 bis del distrito 1º, cantón I, San 
José, cuyo uso será destinado a la construcción del Mercado Calle Nacional de la 
Artesanía. 

Rige a partir de su publicación. 

ASAMBLEA LEGISLATIVA.- Aprobado a los dos días del mes de julio de dos mil nueve. 

COMUNÍCASE AL PODER EJECUTIVO 

Francisco Antonio Pacheco Fernández 

PRESIDENTE 

 Xinia Nicolás Alvarado Guyon Massey Holt 

 PRIMERA SECRETARIA SEGUNDO SECRETARIO 

Dado en la Presidencia de la República. San José, el primero de agosto del año dos mil 
catorce. 

Ejecútese y publíquese. 

VETO 

PODER EJECUTIVO 

DECRETOS EJECUTIVOS 

Nº 38541-GOB-MTSS-MAG 

REGISTRO Y PLAZO EXTRAORDINARIO DE REGULARIZACIÓN DE TRABAJADORES Y 
TRABAJADORAS AGRÍCOLAS MIGRANTES 

ACUERDOS 

MINISTRIO DE CULTURA Y JUVENTUD 

Nº 136-C 

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA Y LA MINISTRA DE CULTURA Y JUVENTUD 

En uso de las facultades y atribuciones que les confieren los artículos 125, 126, 127, 
129 y 140 inciso 3) de la Constitución Política, 25 y 27 inciso 1) de la Ley General de la 
Administración Pública y 182 del Reglamento de la Asamblea Legislativa, y 

Considerando: 

http://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/#veto


1º—El veto como acto político del Poder Ejecutivo: la necesaria participación de los 
poderes Ejecutivo y Legislativo en el proceso de formación de la ley se da en el marco 
de una relación de cooperación y control, donde la actuación de cada uno está 
claramente delimitada y obedece a sus respectivos caracteres de órganos 
representativo y gerencial, ambos de elección popular. La Constitución Política, en los 
numerales 125 y 126, otorga al Poder Ejecutivo la potestad exclusiva de vetar los 
proyectos de ley aprobados por la Asamblea Legislativa, ya sea por razones de 
conveniencia y oportunidad o de inconstitucionalidad. El instituto del veto se 
encuentra regulado directamente en la Ley Fundamental, por tratarse de la normación 
de una competencia enmarcada en la separación de poderes públicos que dispone el 
artículo 9 constitucional. A pesar de ser inherente al proceso de formación de la ley, en 
modo alguno constituye un acto legislativo. Por el contrario, el veto constituye un acto 
político, exclusivo del Poder Ejecutivo, previsto para que este pueda ejercer un control 
jurídico-político o bien uno de conveniencia y oportunidad en relación con el decreto 
legislativo. Los proyectos de ley vetados entran en un estado de suspensión, que les 
impide proseguir con los trámites de publicación y observancia, a menos que se dé 
alguno de los siguientes dos supuestos: el resello de la Asamblea Legislativa, con el 
voto de las dos terceras partes del total de sus miembros o bien el levantamiento del 
veto por parte del Poder Ejecutivo. 

2º—El levantamiento del veto: la potestad de retirar un veto se deriva del artículo 125 
de la Constitución Política. Si bien esta competencia pública no es expresa, se trata de 
una potestad que puede ser deducida del contenido mismo de la norma, más allá de su 
simple literalidad. El tratadista García de Enterría explica la necesidad de que la 
interpretación de las normas “…debe ser matizada con la doctrina de los poderes 
inherentes o implícitos que, por excepción, puede inferirse por interpretación de las 
normas más que sobre su texto directo. (…) Se trata, simplemente, de hacer coherente 
el sistema legal, que ha de suponerse que responde a un orden de razón y no a un 
casuismo ciego, lo cual, por otra parte, está claro desde la doctrina general del 
ordenamiento que más atrás se ha expuesto y que impide identificar a éste con la Ley 
escrita. En este difícil filo entre una prohibición de extensiones analógicas y una 
exigencia de coherencia legal se mueve la doctrina de los poderes inherentes o 
implícitos, que son, en definitiva, poderes efectivamente atribuidos a la Administración 
por el ordenamiento aunque no por el componente escrito del mismo...” GARCÍA DE 
ENTERRÍA, Eduardo. Curso de Derecho Administrativo. Madrid: Editorial Civitas S. A. 
1995. 7° edición. P. 438-439. Los artículos 125 y 126 constitucionales tienen como 
finalidad permitir al Poder Ejecutivo manifestar su disconformidad con determinado 
proyecto de ley por razones de conveniencia y oportunidad o por razones de 
inconstitucionalidad, evitando temporalmente que dicha iniciativa se convierta en Ley 
de la República. Si la disconformidad desaparece, es claro que el Poder Ejecutivo 
puede levantar el veto. Se trata de una potestad implícita, consecuente con el carácter 
político y discrecional que caracteriza a la participación del Poder Ejecutivo en el 
procedimiento de formación de la ley. Acerca de la potestad de retiro del veto la Sala 
Constitucional, en sentencia número 1992-03004, de las catorce horas con treinta 
minutos del nueve de octubre de mil novecientos noventa y dos, ha reconocido la 
existencia de una potestad de levantamiento del veto, en los términos que se 
transcriben: “…En relación con la posibilidad de retiro del veto interpuesto por el Poder 
Ejecutivo, alega la recurrente que una vez ejercida tal potestad, carece de competencia 
para retirarlo. El veto es una forma de participación del Poder Ejecutivo en el 
procedimiento legislativo, autorizado expresamente por la Constitución Política, en sus 



artículos 125, 126, 127 y 128. Consiste básicamente en la potestad de objetar por 
razones de oportunidad o constitucionalidad, los proyectos de ley aprobados por la 
Asamblea Legislativa y por su naturaleza eminentemente política, debe considerarse un 
acto discrecional. Alegar, como lo hace la recurrente, que al no estar expresamente 
autorizado en la Constitución el retiro del veto, el Poder Ejecutivo no tiene la potestad 
para obrar de esa forma, es una tesis que no comparte esta Sala, pues tratándose del 
ejercicio de un poder discrecional, el retiro resulta también parte inherente a él, como 
potestad implícita atribuida a dicho Poder, que puede ejercer en cualquier momento, 
hasta tanto no exista pronunciamiento del pleno legislativo, si fue interpuesto por 
razones de oportunidad, como en el caso en examen. Corresponde al poder Ejecutivo el 
determinar la conveniencia o inconveniencia de objetar un proyecto de ley, por razones 
de oportunidad, pero también cuenta dentro de sus atribuciones el reconsiderar la 
objeción y en caso de estimar que, por un cambio de circunstancias o cualquier otra 
razón de oportunidad, es conveniente retirarlo, no existe para ello objeción 
constitucional alguna...” También se ha pronunciado al respecto el Departamento de 
Servicios Técnicos de la Asamblea Legislativa, Dictamen CON-053-2013, de 28 de mayo 
2013 “…Pero, además, la potestad de retiro del veto también se fundamenta en una 
costumbre constitucional. En efecto, existen en nuestra praxis constitucional tres 
ejemplos de retiro del veto por parte del Poder Ejecutivo…” Por otra parte, a la luz del 
principio del paralelismo de las formas, según el cual, los actos de Derecho Público 
deben ser revocados de acuerdo con un procedimiento análogo a aquel dispuesto para 
su creación, el retiro del veto debe darse por un acuerdo del Poder Ejecutivo. La 
consecuencia final del retiro será, indudablemente, que el Proyecto de Ley se concrete 
en Ley de la República, bastando únicamente, su sanción y publicación. 

3º—Necesaria motivación del retiro: el retiro de un veto ejercido sobre un decreto 
legislativo por razones de inconstitucionalidad, conveniencia y oportunidad debe 
también obedecer a razones de la misma índole, las cuales deben ser consignadas de 
modo expreso en el acuerdo del Poder Ejecutivo que dispone el levantamiento del 
veto. Deben ser mencionadas las razones de orden jurídico, político, social y 
económico que llevan a comprender que el retiro es lo que procede, a efecto de poner 
fin a la suspensión en que se encontraba el proyecto de ley, y hacer que este se 
convierta en Ley de la República. Como principal vigilante del interés público es deber 
del Poder Ejecutivo apreciar la conveniencia y oportunidad de un proyecto de ley, por 
lo que nada impide que si las circunstancias nacionales lo ameritan se dé una 
reconsideración. El uso de la figura del veto, en ocasiones, genera conflictos entre los 
poderes del Estado. Ante esto, su levantamiento puede propiciar que la armonía entre 
los órganos máximos se restablezca. Argumentos de este tipo han sido utilizados a lo 
largo de la historia constitucional costarricense, por parte de diferentes gobiernos, 
para explicar el levantamiento de vetos. Tal como lo señaló oportunamente el 
Departamento de Servicios Técnicos de la Asamblea Legislativa en su Dictamen CON-
053-2013, en respuesta a la consulta de la Comisión Permanente de Asuntos Jurídicos 
N° 3 del 28 de mayo 2013 “…el retiro parcial del veto, en el tanto posibilite un acuerdo 
entre poderes sobre el contenido de las normas y, por ello favorezca el marco de 
bilateralidad e inmediatez que se persigue en estos casos, debe entenderse 
jurídicamente posible al no estar prohibido expresamente y entenderse implícito en la 
posibilidad de su interposición...” Asimismo el retiro del veto consolida las situaciones 
que nacen como expectativa al amparo del proyecto legislativo luego de ser aprobado 
por la Asamblea Legislativa, por lo que “…el retiro produce seguridad jurídica. En 
efecto, la aprobación de un decreto crea expectativas de derechos, los que no llegan a 



consolidarse por falta de sanción; máxime si la Asamblea no se pronuncia prontamente 
respecto de la procedencia del veto...” ROJAS CHAVES, Magda Inés. Notas sobre el 
veto. Revista de la Procuraduría General de la República. 1984. P.80. 

4º—Proyecto de “Desafectación del Uso Público de la Calle 13 bis, Distrito 1, Cantón I 
San José”, expediente número 16377: el expediente número 16377 “Desafectación del 
Uso Público de la Calle 13 bis, Distrito 1, Cantón I San José” inicia su trámite el 19 de 
setiembre de 2006, fue publicado en La Gaceta número 213, de 7 de noviembre de 
2006. Ingresó al orden del día de la Comisión Permanente de Gobierno y Administración 
el 7 de noviembre de 2006. Cuenta con dictamen afirmativo unánime de 29 de julio de 
2008. Fue aprobado en primer debate en Sesión Extraordinaria número 14, celebrada el 
30 de junio de 2009, por una mayoría de cuarenta y tres diputados y diputadas. Se 
aprobó en segundo debate en Sesión Ordinaria número 37, del 2 de julio de 2009, por 
cuarenta y cuatro votos a favor. El Poder Ejecutivo vetó el referido proyecto el 5 de 
agosto de 2009, mediante oficio DP-6658-09. Para ello, se basó en que “…a su juicio el 
proyecto es inconveniente y en segundo lugar que es omiso y crea una situación de 
incertidumbre jurídica contraria a los principios de reserva de ley y de seguridad jurídica 
de orden constitucional…”. Mediante el informe afirmativo de mayoría de fecha 23 de 
setiembre de 2009, la Comisión Permanente de Gobierno y Administración rechazó los 
alegatos del veto y de conformidad con el artículo 182 del Reglamento de la Asamblea 
Legislativa, recomendó el resello del Proyecto de Ley de Desafectación del uso público 
de la calle 13 bis distrito 1 cantón 1 San José. 

5º—Razones que justifican el levantamiento del veto en el caso concreto: analizando 
con cuidado este caso, el Poder Ejecutivo considera que debe levantarse el veto dado 
al Proyecto de Ley número 16377. Las razones que empleó en su oportunidad el 
Ejecutivo para vetar esta iniciativa no se consideran procedentes, tanto las alegadas 
por materia de inconstitucionalidad, como las referentes a razones de conveniencia y 
oportunidad. Desde 1995, el Concejo Municipal de San José acordó declarar la calle 13 
bis como “Calle Nacional de la Artesanía”, además, la Municipalidad de San José de 
aquél entonces dio permiso de trabajar en la calle 13 bis a artesanos y artesanas por 
99 años. Desde entonces y de forma ininterrumpida se ha utilizado para este fin, por 
cerca de 20 años. Muchos de los artesanos y artesanas que hoy la ocupan tienen esa 
misma cantidad de años laborando en ella de forma ininterrumpida, sin que ello haya 
generado algún problema para el tránsito vehicular y peatonal. De conformidad con lo 
que dispone el artículo 121 inciso 14) de la Constitución Política, la Asamblea 
Legislativa se encuentra facultada para desafectar de su uso bienes de dominio 
público. Es así como tampoco son válidas las razones alegadas en materia de 
inconstitucionalidad, dado que no se violan, como menciona el texto en que impuso el 
veto, los principios de seguridad jurídica y reserva de ley. El primero a partir de que se 
deriva del debate y dictámenes legislativos que lo pretendido es únicamente la 
desafectación de su uso como calle pública, quedando su dominio bajo la titularidad 
de la Municipalidad de San José. Además, sobre la supuesta violación al principio de 
reserva de ley, se vislumbra que es, precisamente, mediante una ley formal como se 
realiza la desafectación del uso, y esta se encuentra amparada en la existencia de un 
fin de interés público vigente a la fecha, que es racional y proporcional al contenido de 
la ley, es decir, se cumple el hecho de que en toda desafectación debe mediar una 
razón de interés público que justifique el cambio de uso del bien. Esto ya que el 
empleo del espacio en cuestión para el funcionamiento de un mercado de artesanías 
es de interés de la colectividad, no solamente del grupo directamente involucrado en 



la mencionada actividad comercial. Lo es por cuanto favorece el desarrollo de 
empresas pequeñas, en muchos casos, familiares, que se dedican a una actividad 
comercial y productiva propia, con lo cual genera importantes fuentes de empleo. Es, 
además, un foco de atracción turística en una zona de importancia arquitectónica e 
histórica, por su cercanía con respecto al Museo Nacional, el Parque Nacional y la Plaza 
de la Democracia. Es de relevancia destacar que este proyecto fue aprobado en ambos 
debates por mayorías superiores a las tres cuartas partes del total de personas que 
conforman el Colegio. Se aprecia de manera clara y contundente la intención del 
legislador en cuanto al uso y destino que se le debía dar a este inmueble, sea una 
desafectación para dar el uso de Mercado Calle Nacional de la Artesanía. Con este 
proyecto no solamente se está poniendo en orden el correcto uso que desde hace casi 
dos décadas tiene el inmueble, sino que se hace justicia con nuestros artesanos y 
artesanas y sus familias, a quienes se les estará garantizando un lugar digno y 
conveniente para que muestren sus trabajos a los turistas y nacionales que quieran 
adquirir objetos tradicionales y representativos de nuestra idiosincrasia. Se trata de 
alrededor de 200 familias que en forma directa o indirecta, se ven beneficiadas por el 
funcionamiento del Mercado, gracias a su esfuerzo en la producción y comercialización 
de productos propios de la cultura costarricense o centroamericana. Las anteriores 
razones nos permiten concluir que el veto dado al proyecto de ley de “Desafectación 
del Uso Público de la Calle 13 bis, Distrito 1, Cantón I San José”, expediente número 
16377, debe ser levantado, pues las razones de constitucionalidad, conveniencia y 
oportunidad esbozadas en su oportunidad por el Poder Ejecutivo, no son de recibo. 
Muy por el contrario. En el marco del Estado Social y Democrático de Derecho que el 
constituyente de 1949 diseñó, en el que se deben dar oportunidades a todas las 
personas y todos los grupos para su desarrollo y crecimiento, es nuestro deber 
proceder al levantamiento del veto y sancionar este proyecto, convirtiéndolo en Ley de 
la República y apoyando así el esfuerzo de quienes con su trabajo honesto y eficaz, 
contribuyen con el progreso de nuestra Nación. Por tanto, 

ACUERDAN: 

Artículo 1º—Con base en las potestades que confieren los artículos 125, 126, 127, 129 
y 140 inciso 3) de la Constitución Política, se levanta el veto ordenado por el Poder 
Ejecutivo con respecto al proyecto de ley de “Desafectación del Uso Público de la Calle 
13 bis, Distrito 1, Cantón I San José”, expediente número 16377. En consecuencia, se 
sanciona dicha iniciativa, la cual pasa a ser Ley de la República y se ordena su 
publicación y observancia. 

Artículo 2º—Rige a partir del 22 de julio del 2014. 

Dado en la Presidencia de la República. San José, a los veintidós días del mes de julio 
del dos mil catorce. 

 DECRETOS 

 Nº 38541-GOB-MTSS-MAG 

 ACUERDOS 

 PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA 

 MINISTERIO DE HACIENDA 

 MINISTERIO DE AGRICULTURA Y GANADERÍA 

 MINISTERIO DE ECONOMÍA, INDUSTRIA Y COMERCIO 

 MINISTRIO DE CULTURA Y JUVENTUD 
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 MINISTERIO DE JUSTICIA Y PAZ 

DOCUMENTOS VARIOS 

 DOCUMENTOS VARIOS 

 GOBERNACIÓN Y POLICÍA 

 HACIENDA 

 AGRICULTURA Y GANADERÍA 

 EDUCACIÓN PÚBLICA 

 TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL 

 JUSTICIA Y PAZ 

 AMBIENTE Y ENERGÍA 

TRIBUNAL SUPREMO DE ELECCIONES 

 EDICTOS 

 AVISOS 

CONTRATACIÓN ADMINISTRATIVA 

CONTRATACIÓN ADMINISTRATIVA 

REGLAMENTOS 

EDUCACIÓN PÚBLICA - CONSEJO NACIONAL DE REHABILITACIÓN Y EDUCACIÓN 
ESPECIAL 

REGLAMENTO INTERNO DEL CONSEJO DIRECTIVO DEL CONSEJO NACIONAL DE 
REHABILITACIÓN Y EDUCACIÓN ESPECIAL 

INSTITUTO COSTARRICENSE DE PESCA Y ACUICULTURA 

REGLAMENTO PARA LA SOLICITUD DE REALIZACIÓN DE TORNEOS DE PESCA 
DEPORTIVA -TURÍSTICA 

BN VITAL, OPERADORA DE PENSIONES COMPLEMENTARIAS DEL BANCO NACIONAL DE COSTA 
RICA 

REGLAMENTO PARA LA OPERACIÓN DEL COMITÉ DE LICITACIONES 

COLEGIO DE LICENCIADOS Y PROFESORES EN LETRAS, FILOSOFÍA, CIENCIAS Y ARTES 

MANUAL DE POLÍTICAS Y PROCEDIMIENTOS DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO 

MUNICIPALIDAD DE OREAMUNO 

REFORMA Reglamento sobre Licencias de Expendio de Bebidas con Contenido Alcohólico 
para la Municipalidad de Oreamuno 

 REGLAMENTOS 
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 EDUCACIÓN PÚBLICA 

 INSTITUTO COSTARRICENSE DE PESCA 

 Y ACUICULTURA 

 AVISOS 

 MUNICIPALIDADES 

REMATES 

 REMATES 

 AVISOS 

INSTITUCIONES DESCENTRALIZADAS 

 INSTITUCIONES DESCENTRALIZADAS 

 BANCO NACIONAL DE COSTA RICA 

 UNIVERSIDAD DE COSTA RICA 

 INSTITUTO TECNOLÓGICO DE COSTA RICA 

 AUTORIDAD REGULADORA DE LOS SERVICIOS  

 PÚBLICOS 

 AVISOS 

RÉGIMEN MUNICIPAL 

 MUNICIPALIDAD DE MONTES DE OCA 

 MUNICIPALIDAD DE OREAMUNO 

 MUNICIPALIDAD DE PARRITA 

AVISOS 

 CONVOCATORIAS 

 AVISOS 

NOTIFICACIONES 

 NOTIFICACIONES 

 CULTURA Y JUVENTUD 

 JUSTICIA Y PAZ 

 INSTITUTO DE DESARROLLO RURAL 

 AVISOS 

BOLETÍN JUDICIAL 

DIRECCIÓN DE GESTIÓN HUMANA  DEL PODER JUDICIAL 

UNIDAD DE RECLUTAMIENTO 

CONCURSO Nº 030-2014 

La Dirección de Gestión Humana, invita a las personas interesadas a participar en el 
concurso por antecedentes para el siguiente cargo: 

Director Escuela Judicial 
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Puesto Nº 54340 

(Por un período de cuatro años con opción de reelección) 

Forma de participar, requisitos y otros detalles del concurso se pueden acceder en la 
siguiente dirección electrónica: 

www.poderjudicial.go.cr/personal/concursos 

Período de inscripción: 

Inicia: 4 de agosto de 2014 

Finaliza: 15 de agosto de 2014 

SALA CONSTITUCIONAL 

TERCERA PUBLICACIÓN 

ASUNTO: Acción de Inconstitucionalidad. 

A LOS TRIBUNALES Y AUTORIDADES DE LA REPÚBLICA HACE SABER: 

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 81 de la Ley de la Jurisdicción 
Constitucional, dentro de la acción de inconstitucionalidad número 14-008311-
0007-CO que promueve José Javier Durán Fallas, se ha dictado la resolución que 
literalmente dice: «Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. San José, a 
las nueve horas y veintiséis minutos del diecisiete de julio del dos mil catorce. Se da 
curso a la acción de inconstitucionalidad interpuesta por, José Javier Durán Fallas, 
para que se declaren inconstitucionales el artículo 38 de las Directrices 
Presupuestarias del POAI 2009, y artículo 39 de las Directrices Presupuestarias del 
POAI 2013, ambas dictadas por el Consejo Universitario de la Universidad Nacional, 
por estimarlos contrarios a los artículos al artículo 58 y 62 de la Constitución 
Política, en relación con el artículo 74 de la misma; alega que ninguna de las 
directrices reglamentarias fueron publicadas de conformidad con lo establecido en 
el inciso b) del artículo 4 de la Ley N° 8220 y su reforma en la Ley N° 8990, en el 
Diario Oficial La Gaceta ni en ningún en un medio de circulación nacional. Se 
confiere audiencia por quince días a la Procuraduría General de la República y a la 
Universidad Nacional. Las normas se impugnan en cuanto disponen, en lo que 
interesa, que la Vicerrectoría de Desarrollo de esa Universidad no reconoce el pago 
de horas extras a quienes realicen funciones de dirección o jefatura académica o 
administrativa, a aquellos funcionarios que trabajen sin fiscalización superior 
inmediata, que realicen labores que por su naturaleza no estén sometidas a 
horarios de trabajo determinados, o que estén incluidos en el régimen de 
confianza, con excepción del puesto de chófer. Considera que esas normas exceden 
los límites de la potestad reglamentaria, al establecer limitaciones al pago del 
tiempo extraordinario que la Constitución ni la ley imponen. El accionante ocupa un 
cargo de Profesional Especialista en Financiero Contable, desde el cual coordina las 
labores que se desarrollan en el Área de Análisis y Plan Presupuesto del Programa 
de Gestión Financiera de la Vicerrectoría de Desarrollo; reclama el pago de horas 
extras en un proceso ordinario laboral en el cual invocó la inconstitucionalidad de 



las normas impugnadas. Esta acción se admite por reunir los requisitos a que se 
refiere la Ley de la Jurisdicción Constitucional en sus artículos 73 a 79. La 
legitimación al accionante proviene del proceso ordinario laboral tramitado bajo 
expediente número 13-000703-0505-LA-1, en el cual invocó la inconstitucionalidad 
de las normas impugnadas. Publíquese por tres veces consecutivas un aviso en el 
Boletín Judicial sobre la interposición de la acción, para que en los procesos o 
procedimientos en que se discuta la aplicación de lo cuestionado, no se dicte 
resolución final mientras la Sala no haya hecho el pronunciamiento del caso. Este 
aviso sólo afecta los procesos judiciales pendientes en los cuales se discuta la 
aplicación de lo impugnado y se advierte que lo único que no puede hacerse en 
dichos procesos, es dictar sentencia o bien, el acto en que haya de aplicarse lo 
cuestionado en el sentido en que lo ha sido. Igualmente, lo único que la acción 
suspende en vía administrativa es el dictado de la resolución final en los 
procedimientos tendentes a agotar esa vía, que son los que se inician con y a partir 
del recurso de alzada o de reposición interpuestos contra el acto final, salvo, claro 
está, que se trate de normas que deben aplicarse durante la tramitación, en cuyo 
caso la suspensión opera inmediatamente. Dentro de los quince días posteriores a 
la primera publicación del citado aviso, podrán apersonarse quienes figuren como 
partes en asuntos pendientes a la fecha de interposición de esta acción, en los que 
se discuta la aplicación de lo impugnado o aquellos con interés legítimo, a fin de 
coadyuvar en cuanto a su procedencia o improcedencia, o para ampliar, en su caso, 
los motivos de inconstitucionalidad en relación con el asunto que les interese. Se 
hace saber además, que de conformidad con los artículos 81 y 82 de la Ley de 
Jurisdicción Constitucional y conforme lo ha resuelto en forma reiterada la Sala 
(resoluciones 0536-91, 0537-91, 0554-91 y 0881-91) esta publicación no suspende 
la vigencia de la norma en general, sino únicamente su aplicación en los casos y 
condiciones señaladas. Notifíquese. /Gilbert Armijo Sancho, Presidente».  

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 81 de la Ley de la Jurisdicción 
Constitucional, dentro de la acción de inconstitucionalidad número 14-010713-0007-
CO que promueve Natalia Díaz Quintana, se ha dictado la resolución que literalmente 
dice: «Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. San José, a las diez horas y 
treinta minutos del dos de julio del dos mil catorce./Se da curso a la acción de 
inconstitucionalidad interpuesta por, Natalia Díaz Quintana, diputada a la Asamblea 
Legislativa, para que se declare inconstitucional el acto de nombramiento, 
integración y conformación de la Comisión Permanente de Asuntos Hacendarios, 
realizado por el Presidente de la Asamblea Legislativa para la Legislatura 2014-2015, 
por violación de los principios de proporcionalidad, razonabilidad, igualdad, 
legalidad, representatividad, derechos de las minorías, alternatividad, respeto al 
pluralismo y supremacía constitucional, así como el principio de interdicción de la 
arbitrariedad. Se confiere audiencia por quince días a la Procuraduría General de la 
República y al Presidente de la Asamblea Legislativa. El acto se impugna en cuanto 
deja sin representación en la Comisión de Asuntos Hacendarios al Partido 
Movimiento Libertario. Esta acción se admite por reunir los requisitos a que se 
refiere la Ley de la Jurisdicción Constitucional en sus artículos 73 a 79. La legitimación 
a la accionante proviene del artículo 75 párrafo segundo de esa Ley. Publíquese por 
tres veces consecutivas un aviso en el Boletín Judicial sobre la interposición de la 
acción, para que en los procesos o procedimientos en que se discuta la aplicación de 
lo cuestionado, no se dicte resolución final mientras la Sala no haya hecho el 
pronunciamiento del caso. Este aviso sólo afecta los procesos judiciales pendientes 



en los cuales se discuta la aplicación de lo impugnado y se advierte que lo único que 
no puede hacerse en dichos procesos, es dictar sentencia o bien, el acto en que haya 
de aplicarse lo cuestionado en el sentido en que lo ha sido. Igualmente, lo único que 
la acción suspende en vía administrativa es el dictado de la resolución final en los 
procedimientos tendentes a agotar esa vía, que son los que se inician con y a partir 
del recurso de alzada o de reposición interpuestos contra el acto final, salvo, claro 
está, que se trate de normas que deben aplicarse durante la tramitación, en cuyo 
caso la suspensión opera inmediatamente. Dentro de los quince días posteriores a la 
primera publicación del citado aviso, podrán apersonarse quienes figuren como 
partes en asuntos pendientes a la fecha de interposición de esta acción, en los que se 
discuta la aplicación de lo impugnado o aquellos con interés legítimo, a fin de 
coadyuvar en cuanto a su procedencia o improcedencia, o para ampliar, en su caso, 
los motivos de inconstitucionalidad en relación con el asunto que les interese. Se 
hace saber además, que de conformidad con los artículos 81 y 82 de la Ley de 
Jurisdicción Constitucional y conforme lo ha resuelto en forma reiterada la Sala 
(resoluciones 0536-91, 0537-91, 0554-91 y 0881-91) esta publicación no suspende la 
vigencia de la norma en general, sino únicamente su aplicación en los casos y 
condiciones señaladas. Notifíquese. /Gilbert Armijo Sancho, Presidente». 

SEGUNDA PUBLICACIÓN 

Para los efectos del artículo 90 párrafo primero de la Ley de la Jurisdicción 
Constitucional, que en la Acción de Inconstitucionalidad que se tramita con el número 
12-012381-0007-CO promovida por Fabio Vincenzi Guilá contra los artículos 24, 26 
inciso a) y el párrafo cuarto, el artículo 27 y el último párrafo del artículo 28, todos del 
Reglamento de Cobro Judicial y su reforma publicadas en Las Gacetas 171 del 02 de 
setiembre de 2010 y 59 del 24 de marzo de 2011, respectivamente; así como también 
los numerales 19 último párrafo, 20 incisos e) y f) y su último párrafo, todos del 
Reglamento de Servicios Notariales de Bancrédito y sus reformas, publicado en La 
Gaceta 182 del 21 de setiembre de 2007, por estimarlos contrarios a los artículos 9, 11, 
39 y 42 constitucionales, se ha dictado el voto número 2014-011630 de las catorce 
horas y treinta minutos del dieciséis de julio del dos mil catorce, que literalmente dice: 
“Se declara sin lugar la acción”. 
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